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El Congreso de Colombia,
DECRETA:

Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene por objeto regular la 
realización y divulgación de encuestas para cargos de elección popular 
y de opinión política, con el fin de garantizar la igualdad al acceso de 
la información y la transparencia de los datos en aras de aumentar la 
confiabilidad y robustecer técnicamente la aplicación de dichas técnicas 
de investigación en el territorio nacional.

Artículo 2°. Alcance. Las disposiciones contenidas en la presente 
ley son aplicables a todo estudio cuantitativo que se publique y a las 
personas jurídicas que los realicen y divulguen, cuyo objetivo sea dar 
a conocer preferencias, opinión o tendencias políticas y electorales. 
Incluyendo la intención de voto y la imagen de los candidatos para 
procesos de decisión o elección mediante voto popular.

Sin importar el nombre, denominación o metodología que se le dé 
al estudio cuantitativo para ser publicado y divulgado deberá cumplir 
todas las exigencias de la presente ley para las encuestas que se incluyan 
en dicho estudio.

Al publicar los resultados de un sondeo en prensa, radio, televisión o 
plataformas digitales -incluidas las redes sociales- se debe informar que 
éste no se considera representativo del grupo poblacional en donde se 
adelantó la medición, de conformidad con las definiciones del artículo 
3° de la presente ley.

Artículo 3°. Definiciones. Para la aplicación de la presente ley, se 
deben considerar las siguientes definiciones:

Encuesta o encuesta por muestreo probabilístico: Producto técnico 
de base científica que consiste en aplicar un conjunto de técnicas y 
procedimientos mediante los cuales, sobre la base de un cuestionario 
específico, se obtienen datos e información respecto de las opiniones, 
deseos, actitudes o comportamientos de un grupo representativo de 
consultados y cuyos resultados pueden ser generalizados a universos 
definidos y conocidos de la población. Esta herramienta tiene por objeto 
obtener información estadística, del proceso electoral o de opinión 
pública que permite una medición objetiva de los procesos políticos. 

Poder Público - rama legislativa

Para efectos de la presente ley, entiéndase por encuesta, toda encuesta 
probabilística.

Sondeo: Procedimiento que permite conocer las opiniones y actitudes 
de un grupo específico por medio de un cuestionario que se aplica a un 
grupo de sus integrantes. Este procedimiento expedito de medición está 
dirigido a muestras no probabilísticas de la población que no se juzgan 
como representativas del conjunto al que pertenecen. Los resultados de 
este tipo de estudio no son generalizables para la población, su propósito 
es conocer la percepción sobre temas de interés político instituciones 
o funcionarios. No podrán publicarse ni divulgarse sondeos sobre 
intención de voto electoral.

Firmas encuestadoras: Para todos los efectos de la presente ley, se 
entenderán como firmas encuestadoras a todas las personas jurídicas* 
que publiquen encuestas cuyo objetivo sea el levantamiento, la 
recolección y el procesamiento de datos, con el fin de dar a conocer 
preferencias o tendencias políticas o electorales para procesos de 
decisión o elección mediante voto popular, y que se hayan registrado 
para tal fin en el Registro Nacional de Firmas Encuestadoras.

Municipios y Distritos de inclusión forzosa para la toma de muestras 
en encuestas de carácter nacional: Serán aquellos municipios o distritos 
con una población igual o superior a 800,000 habitantes. También son 
de inclusión forzosa los municipios o distritos de mayor población en 
las regiones que no tengan municipios o distritos con población igual o 
superior a 800,000 habitantes.

Municipios grandes para la toma de muestras en investigaciones 
cuantitativas: serán aquellos municipios con una población inferior a 
799,999 y superior a 100,000 habitantes.

Municipios medianos para la toma de muestras en investigaciones 
cuantitativas: serán aquellos municipios con una población inferior a 
99,999 habitantes y superior a 50.000 habitantes.

Municipios pequeños para la toma de muestras en investigaciones 
cuantitativas: serán aquellos municipios con una población inferior a 
50,000 habitantes.

Margen de error de Diseño. Margen de error utilizado para calcular 
el tamaño de la muestra.

LEY 2494 DE 2025
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por medio de la cual se establecen medidas sobre la elaboración, publicación y divulgación de encuestas y 
se dictan otras disposiciones.
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Margen de error calculado para indicadores: Margen de 
error calculado individualmente para cada indicador a raíz de los datos 
recolectados.

Modelo de pronóstico: Es un modelo estadístico o tipo de proyección 
estadística realizado sobre los datos de las encuestas o sondeos.

Artículo 4°. De la Selección de la Muestra. Toda encuesta de carácter 
electoral que sea publicada y divulgada en medios de comunicación debe 
garantizar representatividad a través de un método científico dentro del 
diseño muestral, de la siguiente manera:

En una encuesta del nivel nacional, se debe tener un margen de error 
de diseño, calculado para cada indicador publicado de máximo tres por 
ciento (3%) y un nivel de confianza mínimo del noventa y cinco por ciento 
(95%) para las preguntas de opinión política, conocimiento, favorabilidad e 
intención de voto, para personajes y/o candidatos, de elección popular, con 
valores de un fenómeno de ocurrencia como mínimo menores al cuarenta 
por ciento (40%) o mayores a sesenta por ciento (60%).

En una encuesta de nivel Departamental, Distrital y/o municipal, se 
debe tener un margen de error de diseño y calculado para cada indicador 
publicado máximo del cinco por ciento (5%) y el nivel de confianza mínimo 
del noventa y cinco por ciento (95%) para las preguntas de opinión política, 
conocimiento, favorabilidad e intención de voto, para personajes y/o 
candidatos, de elección popular, con valores de un fenómeno de ocurrencia 
como mínimo menores al cuarenta por ciento (40%) o mayores a sesenta 
por ciento (60%).

Además, la distribución de la muestra deberá cumplir con los siguientes 
parámetros:

a) Cuando se trate de encuestas sobre opinión pública y política, me-
canismos de participación ciudadana o procesos electorales de ca-
rácter nacional, la muestra deberá incluir a todos los municipios 
y distritos con población igual o superior a 800.000 habitantes de 
acuerdo a la proyección más actualizada del Departamento Admi-
nistrativo Nacional de Estadística DANE. También incluirá el mu-
nicipio o distrito con mayor población de cada región que no tenga 
municipios o distritos con población igual o superior a 800.000 ha-
bitantes, así como un subconjunto de municipios pequeños, media-
nos y grandes de todas las regiones del país.

b) Cuando se trate de encuestas sobre opinión pública y política, me-
canismos de participación ciudadana o procesos electorales de ca-
rácter departamental, la muestra deberá incluir a la capital depar-
tamental y como mínimo el 20% de los municipios del respectivo 
Departamento.

c) Cuando se trate de encuestas sobre opinión pública y política, me-
canismos de participación ciudadana o procesos electorales de ni-
vel distrital o municipal, se deberá asegurar que la muestra incluya 

una representación adecuada de las subdivisiones administrativas, 
seleccionadas mediante un método probabilístico.

Parágrafo 1°. Para efectos de lo previsto en este artículo se entenderá por 
regiones las descritas en el artículo 45 de la Ley 2056 de 2020.

Parágrafo 2°. En los eventos de alteración del orden público, desastres 
naturales u otras circunstancias de fuerza mayor las firmas encuestadoras 
podrán hacer uso para efectos de la selección de municipios a las que se 
refiere este artículo de las sobre muestras o muestras de reemplazo.

Artículo 5°. Encuestas de conocimiento, favorabilidad política, opinión 
o intención del voto. Cuando se indague por el conocimiento, favorabilidad, 
opinión sobre políticos o personajes públicos susceptibles de ser elegidos 
a un cargo uninominal de elección popular, se deberá incluir a candidatos 
que posean relevancia o notoriedad pública significativa, hayan participado 
en elecciones similares previas o tengan favorabilidad o reconocimiento 
manifiesto.

Las encuestas que incluyan preguntas relacionadas con intención de 
voto solo podrán realizarse a partir de los tres meses anteriores del primer 
día de inscripciones de candidatos. Una vez haya finalizado el término para 
la inscripción a elecciones uninominales, las encuestas tendrán que incluir 
a todos los candidatos inscritos para la respectiva contienda electoral.

Artículo 6°. Requisitos formales para la publicación de encuestas y 
sondeos. Toda encuesta de opinión de carácter electoral al ser pu-
blicada o divulgada tendrá que serlo en su totalidad y deberá indi-
car de manera clara y visible la siguiente información, a manera de 
ficha técnica:

1. La persona natural o jurídica que la realizó y quién la encomendó.
2. La fuente de su financiación.
3. El tipo, tamaño de la muestra y procedimiento utilizado para selec-

cionar las unidades muestrales.
4. El tema o temas concretos a los que se refiere.
5. El texto literal de la pregunta o preguntas formuladas, y el orden en 

el que se realizaron.
6. Los candidatos, personas o instituciones por quienes se indagó.
7. El espacio geográfico y la fecha o período de tiempo en que se rea-

lizó.
8. El margen de error de diseño.
9. Tipo de estudio con arreglo a las categorías descritas en la presente 

ley.
10. El propósito del estudio.
11. Universo representado.
12. Método de recolección de datos.
13. Nivel de confiabilidad.
14. Nombres y apellidos de los profesionales en estadística responsa-

bles de la encuesta.
15. Declaración en la que se informe si hubo algún tipo de contrapres-

tación por responder la encuesta. En caso de que se hubiere otorga-
do contraprestación, se deberá declarar la naturaleza y el valor de 
dicha contraprestación.

Parágrafo 1°. Adicionalmente, se deberá publicar, en anexos técnicos 
abiertos y accesibles al público, el número efectivo de respuestas a cada 
una de las preguntas en forma individual, y el margen de error calculado 
de cada indicador y los microdatos, anonimizando información personal 
de conformidad con los estándares del tratamiento de datos personales 
consagrados en la Ley 1581 de 2012 y demás normas concordantes, y las 
variables necesarias para replicar los cálculos publicados.
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Parágrafo 2°. Las encuestas que no cumplan con los requisitos 
establecidos en este artículo no podrán ser publicadas ni divulgadas por 
ningún medio de comunicación.

Parágrafo 3°. En su revisión posterior, el Consejo Nacional Electoral 
ejercerá vigilancia sobre el cumplimiento de la presente ley y especialmente 
sobre la forma en que se realizan las preguntas, no inducción a las respuestas, 
la adecuada selección de la muestra, la veracidad de los datos reportados, 
publicados y las buenas prácticas en todas las etapas de la encuesta 
hasta su publicación y divulgación. En caso de detectarse prácticas que 
induzcan respuestas, manipulen la muestra o alteren los datos publicados, 
se dará inicio al procedimiento sancionatorio correspondiente, conforme 
a lo previsto en esta ley y en el régimen de procedimiento administrativo 
vigente.

Parágrafo 4°. En toda publicación deberá incluirse, de manera resaltada 
y claramente visible, que todas las encuestas se ven afectadas por márgenes 
de error.

Parágrafo 5°. A partir de la entrada en vigencia de esta ley el Consejo 
Nacional Electoral deberá mantener actualizado y accesible en su página 
web un repositorio con la información señalada en este artículo de cada 
encuesta publicada, la información deberá ser pública en el repositorio 
en un plazo no superior a cinco (5) días desde su reporte por parte de la 
respectiva firma encuestadora.

Parágrafo 6°. Los sondeos de opinión pública y electorales deberán ser 
acompañados en su publicación y divulgación de lo siguiente: La persona 
natural o jurídica que la realizó y la encomendó, la fuente de su financiación, 
el tipo, tamaño de la muestra y procedimiento utilizado para seleccionar las 
unidades muestrales, el texto literal de la pregunta o preguntas formuladas, 
y el orden en el que se realizaron, las personas o instituciones por quienes 
se indagó, el espacio geográfico y la fecha o período de tiempo en que se 
realizó, el propósito del estudio y el universo representado.

Artículo 7°. Comisión Técnica y de Vigilancia de Encuestas sobre 
Opinión Política y Electoral. Créase la Comisión Técnica de Vigilancia de 
Encuestas sobre Opinión Política y Electoral, la cual es un cuerpo técnico 
del Consejo Nacional Electoral, que tendrá a cargo las siguientes funciones:

1. Estudiar, evaluar, auditar y conceptuar sobre el cumplimiento de 
las disposiciones que regulan la elaboración y publicación de en-
cuestas.

2. Asesorar al Consejo Nacional Electoral en la regulación, vigilancia 
y seguimiento a las encuestas y estudios de opinión política.

3. Expedir su propio reglamento y designar coordinador.
Parágrafo transitorio. Mientras la Comisión expide su reglamento se 

regirá por las siguientes reglas: i) la secretaría técnica será ejercida por 
la Secretaría General del Consejo Nacional Electoral, ii) el quórum para 
realizar sesiones o tomar decisiones se cumplirá con la presencia física o 
virtual de no menos de 3 comisionados, iii) La sesiones serán convocadas 
con al menos siete (7) días de anticipación a la fecha de la reunión iv) el 
coordinador de la comisión asignará entre uno (1) y dos (2) comisionados 
para elaborar la ponencia de las auditorías, informes o conceptos que se 
requieran haciendo uso de un reparto aleatorio y equitativo v) la aprobación 
de conceptos, informes y auditorías así como las demás decisiones de la 
comisión requieren del voto afirmativo de al menos 3 miembros de la 
comisión.

Artículo 8°. Conformación de la Comisión Técnica y de Vigilancia de 
Encuestas sobre Opinión Política y Electoral. La Comisión estará integrada 
por cinco (5) miembros con título profesional reconocido en Colombia, 
que hayan realizado estudios de pregrado, especialización, maestría 
y/o doctorado en estadística y que cuenten con experiencia profesional 

demostrable de al menos 2 años relacionada con encuestas por muestreo 
probabilístico.

Los miembros serán elegidos por el Consejo Nacional Electoral a 
partir de una lista de postulados presentada por los decanos o directores 
de departamento de universidades que ofrezcan programas de pregrado, 
especialización, maestría y/o doctorado en estadística, acreditados en alta 
calidad por el Ministerio de Educación Nacional. Cada programa acreditado 
podrá postular hasta tres candidatos. Durante los cuatro años siguientes a 
su conformación, en caso de renuncia, inhabilidad, fallecimiento u otra 
circunstancia que genere una vacante en la comisión, el reemplazo será 
seleccionado de la lista de postulados.

Parágrafo 1°. Inhabilidades e incompatibilidades. No podrán ser 
miembros de la Comisión:

a. Quienes hayan sido sancionados por las conductas previstas en la 
presente ley.

b. Quienes sean afiliados o hayan tenido vínculos contractuales o la-
borales en los últimos tres (3) años con partidos, movimientos o 
campañas políticas.

c. Quienes hayan tenido vínculos laborales o contractuales, en los úl-
timos dos (2) años, con personas naturales o jurídicas dedicadas a 
realizar encuestas o investigaciones políticas cuantitativas o cuali-
tativas.

d. Quienes tengan vínculo por matrimonio, unión permanente o pa-
rientes hasta el cuarto grado de consanguinidad, segundo de afini-
dad o primero civil con: candidatos; directivos de partidos, movi-
mientos y campañas políticas; socios, miembros de junta directiva 
o trabajadores de confianza y manejo vinculados a personas natu-
rales o jurídicas registradas como encuestadoras políticas.

Parágrafo 2°. Los honorarios de los miembros de la Comisión serán 
pagados mensualmente de acuerdo a la tabla vigente de honorarios de la 
organización electoral.

Parágrafo 3°. En temporada electoral el Consejo Nacional Electoral 
podrá vincular a supernumerarios para asistir la tarea· de la Comisión de 
acuerdo con los requerimientos solicitados por ella.

Parágrafo transitorio. Para la conformación inicial de la Comisión el 
Consejo Nacional Electoral solicitará a las instituciones de educación 
superior señaladas en este artículo los listados de candidatos en un plazo 
de diez (10) días desde la entrada en vigencia de la presente ley, a su vez 
deberá elegir a los miembros de la comisión en el plazo de dos (2) meses 
desde la entrada vigencia de la presente ley.

Artículo 9°. De las firmas encuestadoras. Solamente podrán realizar 
encuestas de carácter electoral con ánimo de publicación, las firmas 
encuestadoras previamente registradas ante el Consejo Nacional Electoral.

No está permitida la publicación y difusión en medios masivos de 
comunicación, incluidas redes sociales, de encuestas y sondeos falsos, 
que incumplan las disposiciones establecidas en la presente ley, o utilicen 
emblemas de empresas encuestadoras registradas sin su autorización.

Artículo 10. Del registro. Para la inscripción en el Registro Nacional de 
Firmas Encuestadoras, se deberá aportar la siguiente información:

1. Acreditación de experiencia en materia de realización de en-
cuestas. Para ello, se aportarán los contratos cuyo objeto sea la rea-
lización de estudios de mercado y encuestas de opinión pública que 
hayan sido legalmente ejecutados con personas naturales o jurídi-
cas en los cinco (5) años anteriores a la presentación de la solicitud 
de inscripción en el registro. En caso de que las partes hayan conve-
nido cláusulas o acuerdos de confidencialidad, el Consejo Nacional 
Electoral (CNE) garantizará la reserva de la información sobre el 
objeto del contrato.
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2. Constitución como sociedad cuyo objeto principal sea la realiza-
ción de estudios de mercado y encuestas: al menos tres (3) años 
antes de la fecha de la solicitud de registro. Para tal efecto, se alle-
gará el correspondiente certificado de existencia y representación 
legal, expedido por la autoridad competente, con una antelación no 
mayor de tres meses a la fecha en que se solicite la inscripción.

Parágrafo 1°. Cuando se trate de mediciones sobre preferencias 
electorales a nivel nacional, las firmas encuestadoras adicionalmente 
deberán acreditar el cumplimiento del estándar de calidad más exigente 
para el sector de la investigación de mercado, investigación social y de la 
opinión, reconocido por el Subsistema Nacional de Calidad o la entidad 
que lo sustituya o haga sus veces. En caso de contradicción entre la norma 
técnica y lo previsto en esta ley prevalece la ley.

Parágrafo 2°. Las solicitudes de inscripción que no cumplan con los 
requisitos y con las formalidades establecidas en la presente ley serán 
inadmitidas. El solicitante tendrá un plazo de un (1) mes para subsanarlos, 
de lo contrario se procederá conforme al artículo 17 del Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo.

Parágrafo 3°. La inscripción en el Registro Nacional de Firmas 
Encuestadoras se renovará cada tres (3) años. La no solicitud de renovación 
por parte de los interesados conlleva su expiración automática. En caso 
que, a la fecha de vencimiento del término inicial para el cual se realizó la 
inscripción, el Consejo Nacional Electoral no se haya pronunciado sobre 
la solicitud de renovación, esta se entenderá prorrogada hasta que haya un 
pronunciamiento definitivo sobre la misma.

Parágrafo 4°. Cualquier cambio que se produzca en la representación 
legal, en la naturaleza de la sociedad y en la dirección del domicilio de 
las personas inscritas en el Registro Nacional de Firmas Encuestadoras del 
Consejo Nacional Electoral, debe ser notificado por el representante legal, 
o quien haga sus veces, aportando los certificados correspondientes.

Parágrafo 5°. la nacionalidad o país de domicilio de las personas jurídicas 
que deban registrarse en el Registro Nacional de Firmas Encuestadoras no 
las exime de la obligación de registrarse y de cumplir los requisitos legales 
para la elaboración, publicación y divulgación de encuestas.

Parágrafo Transitorio. Las personas naturales que puedan acreditar 
que su actividad principal ha sido la realización de estudios de mercado 
y encuestas de carácter político y electoral, tendrán un plazo de un año 
(1) año contado a partir de la entrada en vigencia de la presente ley para 
constituirse como personas jurídicas y solicitar su inscripción en el Registro 
Nacional de Firmas Encuestadoras.

Podrán acreditar el cumplimiento de lo previsto en la presente ley con 
los soportes que den cuenta de la realización como personas naturales de 
estudios de mercado y encuestas de carácter político y electoral como 
actividad principal, por lo menos en los dos (2) años anteriores a la entrada 
en vigencia de la presente ley.

Artículo 11. Responsabilidad de las firmas encuestadoras. Las firmas 
encuestadoras deberán cumplir con las leyes de la estadística. Si no lo 
hicieren, responderán civil y penalmente por sus actos cuando corresponda.

Artículo 12. Auditoría y trazabilidad de los datos. Para garantizar que 
se disponga de la información necesaria para la realización de auditorías, 
las firmas encuestadoras deberán entregar al Consejo Nacional Electoral 
de manera simultánea a la entrega de los productos terminados al cliente 
y guardar copia, por un lapso no inferior a dos (2) años, la siguiente 
información:

1. Lo señalado en el artículo 6°;
2. Los cálculos y justificación del tamaño y selección de la muestra;
3. El código computacional usado para el procesamiento de los datos 

y el cálculo de los indicadores;

4. Los registros primarios utilizados tales como cuestionarios diligen-
ciados, ficheros de datos, grabaciones u otros similares;

5. Los productos de la auditoría interna.
Adicionalmente para el caso de encuestas en hogares se deberá entregar 

el código computacional usado y que haga posible replicar la selección 
de las unidades muestrales. En encuestas telefónicas la descripción del 
procedimiento de selección de la muestra y números telefónicos.

Todas las encuestas electorales, políticas y de opinión pública de cobertura 
nacional serán auditadas por la comisión. Las encuestas territoriales serán 
auditadas aleatoriamente. El Consejo Nacional Electoral podrá contratar 
auditorías externas.

Parágrafo. A partir de la entrada en vigencia de la presente ley el CNE 
deberá conservar al menos dos copias en dispositivos independientes de la 
información aquí señalada en expedientes digitales.

Artículo 13. Prohibición de aportes. Las firmas encuestadoras registradas 
ante el Consejo Nacional Electoral y sus representantes legales, o miembros 
de junta directiva no podrán realizar aportes a las campañas políticas.

Artículo 14. Actualización normativa. El Consejo Nacional Electoral 
deberá expedir una resolución actualizando las resoluciones 23 de 1996 y 50 
de 1997 de conformidad a los contenidos de la presente ley en los dos meses 
siguientes a su entrada en vigencia.

Artículo 15. Rectificación de la información errónea. Los medios de 
comunicación que publiquen o difundan resultados de encuestas electorales, de 
opinión pública, sondeos y/o consultas abiertas con errores sustanciales o que 
violen lo dispuesto en la presente ley, deberán rectificar la información dentro 
de un plazo máximo de tres (3) días contados a partir del pronunciamiento 
del Consejo Nacional Electoral, mencionando el motivo de la rectificación, 
lo cual deberá realizarse a través de los mismos canales y espacios en los 
que fue difundida la información original. Lo anterior sin perjuicio de las 
sanciones a las que haya lugar.

Artículo 16. El Consejo Nacional Electoral garantizará mecanismos 
de participación y/o veeduría para la ciudadanía que quiera presentar 
observaciones, solicitudes de revisión o denuncias sobre encuestas publicadas, 
relacionadas con procesos de elección popular y/o de opinión política. Estas 
observaciones, solicitudes o denuncias deberán ser tramitadas de manera 
pronta y efectiva, con el fin de promover y garantizar el control ciudadano y 
la legitimidad democrática.

Artículo 17. Vigencia. La presente ley rige a partir de su promulgación 
y deroga todas las disposiciones que le sean contrarias, especialmente el 
artículo 10 de la Resolución 23 de 1996 expedida por el Consejo Nacional 
Electoral.

El Presidente del Honorable Senado de la República,
Efraín Cepeda Sarabia.

El Secretario General del Honorable Senado de la República,
Diego Alejandro González González.

El Presidente de la Honorable Cámara de Representantes,
Jaime Raúl Salamanca Torres.

El Secretario General de la Honorable Cámara de Representantes,
Jaime Luis Lacouture Peñaloza.

REPÚBLICA DE COLOMBIA - GOBIERNO NACIONAL
Publíquese y cúmplase.
Dada, a 23 de julio de 2025.

GUSTAVO PETRO URREGO
El Ministro del Interior,

Armando Benedetti Villaneda.
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Presidencia de la rePública

Objeciones Presidenciales

OBJECIÓN PRESIDENCIAL AL PROYECTO DE LEY 

NÚMERO 08 DE 2023 SENADO, 211 DE 2024 CÁMARA
por medio de la cual se introduce la modalidad de arbitraje para procesos ejecutivos, con 

el objeto de contribuir a la descongestión del Sistema Judicial.
Bogotá, D. C., 23 de julio de 2025.
Doctor
LIDIO GARCÍA TURBAY
Presidente
Honorable Senado de la República 
Congreso de la República
Referencia: Proyecto de Ley número 08 de 2023 Senado, 211 de 2024 Cámara, por 

medio de la cual se introduce la modalidad de arbitraje para procesos ejecutivos, con el 
objeto de contribuir a la descongestión del Sistema Judicial.

Asunto: Objeciones gubernamentales por inconstitucionalidad e inconveniencia.
Respetado presidente del Senado de la República.
Sin la correspondiente sanción ejecutiva, el Gobierno nacional se permite devolver 

por razones de inconstitucionalidad e inconveniencia el Proyecto de Ley número 08 de 
2023 Senado, 211 de 2024 Cámara, por medio de la cual se introduce la modalidad de 
arbitraje para procesos ejecutivos, con el objeto de contribuir a la descongestión del 
Sistema Judicial.

Las objeciones por motivos de inconstitucionalidad se circunscriben a los artículos 2° 
(parcial), 30 y 37 (parcial) del proyecto de ley, que se citan enseguida:

“Artículo 2°. Arbitraje para procesos ejecutivos. Podrán someterse a arbitraje los 
procesos ejecutivos cuando exista pacto arbitral.

El proceso ejecutivo arbitral previsto en esta ley será institucional y se aplicará a 
cualquier tipo de ejecución. En ningún caso podrá darse la figura del arbitraje ad hoc. El 
laudo arbitral será proferido en derecho. Se tendrá por no escrito el acuerdo referido a un 
laudo en equidad o técnico.

El proceso ejecutivo arbitral se regirá por esta sección de la ley y por la Sección 
Primera de la Ley 1563 de 2012 y en lo no previsto en estas disposiciones por lo dispuesto 
en el código General del Proceso en cuanto fuere pertinente y en lo dispuesto en el capítulo 
VI del Título III del Libro Tercero del Código de Comercio en lo relativo a ejecución de 
títulos valores” (se resalta la expresión que se considera inconstitucional).

“Artículo 30. Proceso arbitral ejecutivo del crédito hipotecario. En el contrato de 
crédito hipotecario, en sus modificaciones o en acuerdos posteriores, las partes podrán 
acordar pacto arbitral en los términos de la presente ley.

Los créditos hipotecarios para vivienda requerirán un pacto arbitral especial, en el que 
se garantice la información en los términos de la presente ley. Los créditos hipotecarios 
para la adquisición de vivienda de interés social, en los términos del artículo 91 de la Ley 
388 de 1997 y demás normas que los sustituyan, así como los créditos hipotecarios para 
la adquisición de vivienda donde habiten menores de edad, no podrán ser objeto del pacto 
arbitral ejecutivo, ni mediante el consentimiento informado.

La ejecución hipotecaria se adelantará en los términos previstos en la presente ley y en 
lo no previsto, conforme con lo establecido en los artículos 467 y siguientes del Código 
General del Proceso.

Parágrafo 1°. Para el otorgamiento de toda escritura pública de hipoteca sobre un 
bien destinado a vivienda que contenga pacto arbitral ejecutivo, el notario indagará al 
propietario del inmueble si ha sido informado sobre este y, en todo caso le informará y 
advertirá sobre el alcance y efecto del pacto y el proceso arbitral ejecutivo. El notario 
dejará constancia expresa de la estipulación del pacto arbitral incluido en el contrato y de 
las consecuencias que esto implica. El notario que omita dejar constancia en la respectiva 
escritura pública de los deberes establecidos en el presente artículo incurrirá en causal de 
mala conducta.

Parágrafo 2°. En el proceso arbitral ejecutivo para créditos de vivienda, los honorarios 
de los árbitros o gastos del centro de arbitraje serán asumidos en su integralidad por el 
acreedor ejecutante, en ningún caso se podrán imputar a las obligaciones del deudor ni 
requerir su pago.

El incumplimiento por parte del acreedor de la presente norma podrá ser investigado y 
sancionado en los términos de la presente ley.

Parágrafo 3°. Cuando se trate de un acreedor hipotecario, que hubiere suscrito contrato 
de hipoteca con anterioridad a la entrada en vigencia de la presente ley, este podrá hacer 
requerimiento escrito al deudor hipotecario, para que dentro de un término de diez (10) 
días acuerde con él la procedencia del pacto arbitral ejecutivo para los fines previstos en la 
presente ley. El silencio del deudor hará entender su negativa al pacto”.

“Artículo 37. Prohibición a la banca y entidades financieras para crear o participar 
a cualquier título en entidades que administren el proceso arbitral ejecutivo. Las 
entidades vigiladas por la Superintendencia Financiera, las asociaciones y redes de 
pagos electrónicos, las personas jurídicas o naturales cuya actividad principal sea otorgar 
préstamos de dinero, no podrán participar a ningún título en la creación, desarrollo o 
funcionamiento de las personas jurídicas con o sin ánimo de lucro que creen centros de 
arbitraje que administren el proceso arbitral ejecutivo.

De igual manera, las, asociaciones y redes de pagos electrónicos no podrán participar 
a ningún título en la creación, desarrollo o implementación de este tipo de Instituciones.

Las personas jurídicas o naturales cuya actividad principal sea otorgar préstamos de 
dinero, no podrán participar a ningún título en la creación, desarrollo o funcionamiento de 
centros de arbitraje que tramiten arbitrajes ejecutivos.

El incumplimiento de la presente norma por parte de entidades vigiladas por la 
Superintendencia Financiera será sancionado por dicha entidad de conformidad con lo 
dispuesto en el Estatuto Orgánico del Sistema Financiero.

El incumplimiento de la presente norma por otras personas jurídicas será sancionado 
por la entidad que ejerza su inspección, vigilancia o control.

El incumplimiento de la presente norma por personas naturales será sancionado 
por el Ministerio de Justicia y del Derecho. (Se resalta la expresión que se considera 
inconstitucional).

La objeción por motivos de inconveniencia se circunscribe a la no inclusión de un 
árbitro de recusación, así corno a los artículos 4° (parcial), 10, 27 y 35 del proyecto de ley, 
normas que se citan enseguida:

Artículo 4°. Pacto arbitral para el proceso arbitral ejecutivo. Es un negocio jurídico 
mediante el cual las partes se obligan a someter al arbitraje la ejecución de títulos 
ejecutivos y las controversias derivadas del negocio subyacente del título afecto al pacto, 
que, además, se sujetará a lo previsto en los artículos 3, 4, 5 y 6 de la Ley 1563 de 2012.

El pacto arbitral para procesos ejecutivos puede consistir en un compromiso o en una 
cláusula compromisoria e implica la renuncia de las partes a hacer valer sus pretensiones 
ejecutivas y controversias ante los jueces.

Parágrafo. El pacto arbitral para el proceso arbitral ejecutivo no podrá formar parte 
de un título valor que se invoque como título ejecutivo. Deberá, necesariamente, constar 
en un compromiso plasmado en un documento anexo a él o separado de él, pero referido 
al mismo.

El pacto arbitral será cerrado cuando se refiere a un solo título ejecutivo y abierto 
cuando incluye varios títulos ejecutivos, presentes y futuros, que se deriven de una o varias 
relaciones contractuales determinadas.

Cuando se quiera adelantar la ejecución de una obligación derivada de un 
contrato que tenga el carácter de título ejecutivo y en dicho contrato exista una 
cláusula compromisoria, la ejecución se sujetará a lo dispuesto en esta ley. En este 
evento, no se requiere que conste en documento anexo o separado al contrato. (Se 
resalta la expresión que se considera inconstitucional).

Artículo 10. Reglamento de los centros y procedimiento arbitral ejecutivo. Los 
centros de arbitraje podrán incorporar en sus reglamentos las reglas de procedimiento 
para el arbitraje ejecutivo y para la práctica de medidas cautelares previas, respetando las 
garantías mínimas al debido proceso. De igual manera podrán fijar las tarifas de honorarios 
de árbitros y gastos administrativos del centro, que deberán incluir la labor secretarial. Los 
centros de arbitraje, al establecer el procedimiento arbitral ejecutivo, deberán garantizar 
como mínimo el debido proceso, el derecho de defensa y la igualdad de las partes.

Artículo 27. Recurso extraordinario de revisión en contra del laudo arbitral 
ejecutivo. El recurso de revisión se regirá por lo indicado en al artículo 45 del Estatuto 
Arbitral. Será competente para conocer del recurso extraordinario de revisión de laudos 
arbitrales ejecutivos la Sala Civil del Tribunal Superior de Distrito Judicial del lugar en 
donde hubiese funcionado el tribunal de arbitraje. Cuando se trate de recursos de anulación 
o revisión de laudos arbitrales ejecutivos en los que intervenga una entidad pública o 
quien desempeñe funciones administrativas, será competente la Sección o Sala Tercera 
del Tribunal Contencioso Administrativo del Distrito Judicial del lugar en donde hubiese 
funcionado el tribunal de arbitraje.

Artículo 35. De la administración, avalúo y remate de bienes. Los bienes legalmente 
embargados y secuestrados deberán ser administrados, custodiados y manejados por 
personas o entidades especializadas; de tal manera que garanticen su conservación y buena 
administración. Los centros de arbitraje podrán realizar convenios para que entidades 
especializadas realicen todos los trámites necesarios para la administración, avalúo y 
posterior remate de los bienes objeto del proceso de ejecución. Los remates de los bienes 
se podrán realizar directamente por el centro de arbitraje, en los términos del artículo 
448 del Código General del Proceso, o mediante la utilización de nuevas tecnologías, 
incluido el uso de martillos electrónicos regulados en la Ley 1676 de 2013 y las facultades 
determinadas en el parágrafo 1 del artículo 454 del Código General del Proceso.

Parágrafo 1°. Las personas jurídicas podrán crear entidades especializadas en la 
prestación de los servicios de administración, avalúo y remate de los bienes objeto de 
las medidas cautelares, previa acreditación del cumplimiento de los requisitos que para 
el efecto determine el Ministerio de Justicia. y del Derecho que, además, autorizará su 


